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PAGO DE INCAPACIDADES DESDE EL DÍA 181 HASTA EL DICTAMEN DEFINITIVO DE LA PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL. [E]s claro que corresponde a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, a la que se encuentra afiliado el demandante, cancelar las incapacidades laborales que se han otorgado a partir del día 180, porque el hecho de que exista discusión acerca del origen de la discapacidad y teniendo en cuenta que  según las pruebas aportadas existen conceptos opuestos sobre el particular, no puede convertirse en un obstáculo para que el trabajador disfrute del reconocimiento de aquellas prestaciones, máxime cuando de conformidad con la jurisprudencia transcrita, en estos casos prevalece el primer dictamen rendido y en el presente asunto, como quedó acreditado, la calificación original de la incapacidad fue de naturaleza común, determinación ratificada por otros dos dictámenes, mientras que fue solo el último, rendido por la EPS Cafesalud, el que consideró que era laboral. Por tanto, como tuvo razón el funcionario de primera instancia al adoptar las decisiones que contiene la sentencia impugnada, tal providencia será confirmada, salvo el ordinal segundo en cuanto    a las órdenes impuestas al Presidente, al Vicepresidente de Operaciones, al Gerente de Determinación de Derechos y a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, que se revocará, en razón a que la competencia para reconocer y pagar incapacidades laborales recae únicamente     en la Dirección de Medicina Laboral de esa entidad, (…).

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, febrero quince (15) de dos mil dieciocho (2018)


Acta No. 042 del 15 de febrero de 2018

Expediente No. 66001-31-18-001-2017-00081-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el 15 de diciembre último, en la acción de tutela que promovió el señor Clímaco Valencia Arroyave contra la referida entidad, a la que fueron vinculados el Presidente, el Vicepresidente de Operaciones, los Gerentes de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y los Directores de Medicina Laboral, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de la misma entidad, la ARL Positiva, la AFP Protección y las EPS Medimás y Cafesalud, esta última en reorganización institucional.
A N T E C E D E N T E S

1. Los hechos relatados por el apoderado del demandante admiten el siguiente resumen:

1.1 Desde el año 1998 el accionante se desempeña como campesino al servicio del señor Alberto Villegas Ramírez. Como remuneración de su trabajo percibe un salario mínimo legal mensual vigente.

1.2 Se encuentra afiliado a Colpensiones, la EPS Cafesalud y la ARL Protección.

1.3 En la actualidad el actor cuenta con 56 años y debido a su patología de cervicalgia crónica, ha sido incapacitado en retiradas oportunidades a partir del año 2008. En el 2014 lo fue por un periodo de 497 días, concedido por Cafesalud. Sin embargo, solo fueron sufragadas las incapacidades hasta el 12 de octubre de 2015, que correspondía al día 270, ya que Colpensiones, entidad encargada de reconocerlas pues se habían superado los 180 días, suspendió su pago y en la actualidad retiene tales sumas de dinero.
1.4 Por lo anterior el accionante decidió solicitarle a su empleador y a Cafesalud el pago de esas prestaciones, no obstante le informaron que esa responsabilidad recaía en la administradora de pensiones, a la cual aquel cumplidamente pagó los aportes de seguridad social y tomando como referencia los días otorgados por la incapacidad.   
1.5 Teniendo en cuenta que el auxilio por incapacidad es “un recurso tendiente a sufragar los gastos que le puedan generar su estado de debilidad manifiesta” ha tenido que acudir a prestamistas informales para solicitar créditos, pues debido al salario que devenga, su edad y su estado de salud, las entidades bancarias se niegan a otorgárselos. Además, carece de medios económicos para asistir a las citas, pues los ingresos que recibe solo le alcanzan para “cubrir en la menor medida las necesidades básicas”. 
1.6 Al no existir otro medio eficaz para solicitar el pago de las incapacidades generadas, la tutela es procedente para ese efecto pues tal situación le ha generado al accionante una desmejora en la salud debido a la preocupación de las deudas y la falta de recursos económicos para asistir a las citas médicas.
2. Considera lesionados los derechos a la salud, la vida digna, el mínimo vital y a la protección de personas en debilidad manifiesta. Para su protección, solicita se ordene “a quien corresponde de los accionados Colpensiones y/o Cafesalud” reconocer el pago de las incapacidades otorgadas.

A C T U A C I Ó N      P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 19 de septiembre se admitió la acción de amparo contra Medimás y Colpensiones y se ordenó vincular a la Presidencia, la Vicepresidencia de Operaciones, las Gerencias de Determinación de Derechos y de Defensa Judicial y las Direcciones de Medicina laboral, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de la última entidad.

2. Durante el trámite de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones señaló que el 30 de septiembre de este año la Dirección de Medicina Laboral informó las razones por las cuales se niega la solicitud de pago de incapacidades. Luego indicó que según el artículo 142 del Decreto 019 de 2012 la administradora del fondo de pensiones otorgará tal subsidio cuando el afiliado padezca de una enfermedad común, la incapacidad supere los 180 días y la EPS emita un concepto favorable de rehabilitación. En este caso, el 24 de mayo de 2016, Cafesalud rindió concepto desfavorable de recuperación y por tanto se adelantó el proceso de calificación de la pérdida de la capacidad laboral. De otro lado, refirió que las incapacidades de origen laboral deben ser cubiertas por la administradora de riesgos laborales y por tanto no existe obligación pendiente frente a Colpensiones. Solicita se declare improcedente el amparo.
2.2 El representante legal y judicial de Medimás indicó que mediante Resolución 2426 de 2017 la Superintendencia Nacional de Salud habilitó a esa EPS para prestar el servicio de salud en reemplazo de Cafesalud. No obstante, como las incapacidades laborales reclamadas por el actor se originaron en vigencia de la afiliación con esa última entidad, a la misma le corresponde su reconocimiento y pago. Pidió su desvinculación del trámite.  
3. La sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, el 3         de octubre de 2017, fue declarada nula por esta Sala mediante      auto del 20 de noviembre siguiente, en razón a la falta de   integración del contradictorio con la AFP Protección y la EPS Cafesalud. 
4. Luego de rehecha la actuación, se pronunció el representante legal de Protección para manifestar que el señor Clímaco Valencia Arroyave no se encuentra afiliado a ese Fondo de Pensiones y Cesantías.
5. Teniendo en cuenta lo anterior y que Colpensiones informó que el accionante está vinculado a la ARL Positiva, se dispuso su vinculación; el representante legal de esta última entidad refirió, por intermedio de apoderada, que las incapacidades otorgadas al actor corresponden al diagnóstico M545 el cual ha sido atendido y reconocido por la Empresa Promotora de Salud como una enfermedad general, es decir que su origen es común y no laboral, razón por la que esa Aseguradora de Riesgos Laborales carece de “competencia alguna en el presente caso”.
6. Se definió la primera instancia
 mediante fallo del 15 de diciembre de 2017 en la que se concedió el amparo solicitado y se ordenó a la Presidencia, la Vicepresidencia de Operaciones, la Gerencia de Determinación de Derechos y las Direcciones de Medicina laboral, de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, en el término de cinco días, liquidar y pagar al actor las incapacidades generadas desde el 9 de noviembre de 2015 al 7 de diciembre de 2016, por un total de 318 días. Además, desvinculó a las demás entidades involucradas.
Para decidir así, luego de citar jurisprudencia relacionada con la procedencia de la tutela para reclamar incapacidades laborales y sobre la competencia para asumir el pago de las que superan los 180 días, estimó el funcionario de primera sede, que de conformidad con las pruebas allegadas, el origen de las incapacidades del actor es una enfermedad general, razón por la cual es al fondo de pensiones al que le corresponde cancelar las que se ocasionen luego del día 181, hasta cuando se produzca un dictamen definitivo de la pérdida de la capacidad laboral del accionante, con el que se determine si tiene derecho a acceder a la pensión de invalidez o a su reintegro laboral. 
De otro lado, dijo que en la demanda el actor afirmó que ante la falta de pago de esas prestaciones se ha visto en la obligación de acudir a préstamos y que si bien cuenta con la posibilidad de cubrir sus necesidades básicas, no le alcanza para cancelar las citas médicas, circunstancia que demuestra la vulneración de sus derechos ya que la entidad demandada desconoce su condición de persona en estado de debilidad manifiesta y su precaria situación económica. En relación con el requisito de la inmediatez señaló que no se evidencia una negligencia injustificada, pues el actor ha venido siendo incapacitado desde el año 2008 y debe tenerse en cuenta que es un trabajador del campo. Finalmente, en cuanto a la solicitud relativa a conceder las incapacidades que superen los 540 días, expresó que del material probatorio se concluye que aún no se ha llegado a ese término; por tanto, de conformidad con las normas que regulan la materia y el precedente constitucional “corresponde el pago, en el presente caso, única y exclusivamente a la AFP COLPENSIONES, sin poder endilgar culpa alguna a la EPS por un hecho futuro e incierto”.    

4. Inconforme con el fallo el Director de Acciones Constitucionales de Colpensiones lo impugnó. Argumentó que: a) el 20 de abril de 2017, la EPS Cafesalud expidió concepto desfavorable de rehabilitación, motivo por el cual es improcedente el pago de incapacidades de origen común a cargo de la AFP, de conformidad con lo dispuesto por el legislador; b) dicha Empresa Promotora de Salud, el 24 de julio siguiente, calificó el origen de la enfermedad que padece el accionante como laboral; c) lo anterior fue informado al usuario por oficio del 30 de septiembre de 2017; d) los soportes del subsidio de incapacidad no se ajustan “a las exigencias de la entidad frente al reconocimiento y pago del subsidio por enfermedad de origen común”; e) transcribió el artículo 5º de la Ley 1562 según la cual, el pago de la incapacidad temporal será asumido por la administradora de riesgos laborales en caso de que la calificación del origen en primera oportunidad sea laboral y, de existir controversia sobre ello, hasta que exista un dictamen en firme por la Junta de Calificación de la Invalidez; f) la acción de amparo es improcedente, pues si la patología que actualmente aqueja al actor es de origen laboral y se encuentra en trámite de calificación ante las Juntas de Invalidez, dentro del cual la ARL Positiva interpuso recurso, es a esta última entidad a la que le corresponde asumir el pago del subsidio a la incapacidad y g) sin embargo, la entidad que representa profirió, el 19 de diciembre de 2017, oficio en el cual reitera las consideraciones contenidas en el fallo del 7 anterior, que fue declarado nulo, y advierte al apoderado del accionante que en el expediente no obra certificación bancaria, ni las incapacidades individuales o el certificado de relación de incapacidades, “por lo tanto deben ser allegados a la entidad para proceder frente al cumplimiento de los fallos judiciales, sin que ello afecte los argumentos del recurso de impugnación”. Luego reiteró los argumentos que expuso al contestar la demanda y solicitó se declara la improcedencia de la acción de amparo.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la tutela para ordenar el pago de las incapacidades otorgadas al actor y en caso positivo, establecer cuál es la entidad que debe garantizar los derechos cuya protección solicita, teniendo en cuenta que existe controversia sobre el origen de la discapacidad.

3. La Corte Constitucional ha reiterado que los conflictos relativos al pago de acreencias laborales escapan de la competencia del juez constitucional, ya que implican la verificación de requisitos relativos a cada caso e interpretación normativa, que deben ser resueltos por la jurisdicción ordinaria. Sin embargo, también ha enseñado que el amparo resulta procedente para obtener la satisfacción de las incapacidades laborales, cuando su no pago vulnere o amenace derechos como la vida digna o el mínimo vital. Así lo ha explicado:

“5.1. Esta Corporación ha reconocido que las personas que pretenden el cobro de incapacidades médicas a través de la acción de tutela cuentan con otros mecanismos judiciales a través de los cuales pueden obtener su pago, procedimientos tales como el proceso ordinario laboral, o el trámite ideado ante la Superintendencia Nacional de Salud. En ese orden de ideas, en principio sería posible aseverar que la ciudadanía cuenta con medios ordinarios suficientes para obtener la materialización de este tipo de pretensiones y, por tanto, resultaría improcedente cualquier intento de solicitar dichos pagos a través de tutela.

A pesar de lo anterior, esta Corte también ha reconocido que el pago de la las incapacidades médicas no solo debe ser entendido como una simple obligación dineraria u económica, sino que, por el contrario, se constituye en el medio a través del cual un trabajador ve suplido su salario ante la materialización de una contingencia que afecte su salud al punto que se vea imposibilitado para desarrollar sus labores y, por tanto, los recursos básicos a partir de los cuales puede procurarse una congrua subsistencia y la de su núcleo familiar.
 Adicionalmente, se ha expresado que esta prerrogativa se constituye en una garantía para la recuperación de la salud del afiliado, pues a partir de su goce, éste puede reposar y asumir adecuadamente el tratamiento que requiere, sin necesidad de tener que preocuparse por reintegrarse anticipadamente a sus actividades laborales con el objetivo de recibir su sustento diario y el de su familia
.

De conformidad con lo expuesto, se ha considerado que, dependiendo de la situación particular del solicitante
, la acción de tutela puede constituirse en el único mecanismo idóneo para que una persona obtenga la protección de sus derechos fundamentales al mínimo vital y a la vida en condiciones dignas como producto de la negativa en el reconocimiento del pago de las incapacidades que le han sido dictaminadas
.”
.
En el caso concreto no controvirtieron las entidades accionadas la necesidad que tiene el señor Clímaco Valencia Arroyave de obtener el pago de sus incapacidades laborales, pues aunque tiene una fuente de ingresos, esta solo le alcanza para satisfacer “en la menor medida las necesidades básicas”, mas no para asistir a citas médicas, tal como lo manifestó en el escrito por medio del cual solicitó el amparo.

En consecuencia, considera la Sala que en este caso procede el estudio de fondo de la tutela, como mecanismo para proteger los derechos al mínimo vital, a la salud y a la seguridad social de que es titular aquel señor y con la finalidad de evitarle un perjuicio irremediable, pues el pago de sus incapacidades constituye un ingreso fundamental para satisfacer con plenitud sus necesidades básicas y cubrir los servicios médicos que requiera en razón de su enfermedad.

4. Las pruebas allegadas al expediente acreditan los siguientes hechos:

4.1 La EPS Cafesalud otorgó incapacidades al señor Clímaco Valencia Arroyave durante los siguientes periodos: a) del 9 de noviembre de 2015 al 5 de enero de 2016; b) del 19 de enero al 7 de febrero       de ese mismo año; c) del 13 de febrero al 23 de marzo; d) del 28     de marzo al 16 de abril; e) del 16 de mayo al 4 de junio; f) del 8     de junio al 11 de julio; g) del 30 de julio al 18 de agosto; h) del      24 de agosto al 2 de septiembre; i) del 5 al 24 de septiembre; j)     del 26 de septiembre al 2 de noviembre; k) del 4 al 8 de noviembre y l) del 28 de noviembre al 7 de diciembre todas estas últimas del 2016
.
4.2 Aunque no existe prueba del número total de días otorgados por incapacidad, de conformidad con lo manifestado en la demanda y en la contestación que de ella realizó Colpensiones, se deduce que el accionante fue incapacitado por un periodo de 497 días y que aquellas fueron concedidas superados los primeros 180. 
4.3 El 20 de abril de 2016 Cafesalud EPS rindió concepto desfavorable de recuperación
. 
4.4 Según lo informado por la Directora de Medicina Laboral de Colpensiones, en oficio del 30 de septiembre de 2017, dirigido al accionante, se presentaron los siguientes dictámenes de pérdida de la capacidad laboral: a) el 17 de enero de 2013 y el 25 de julio de 2014 Colpensiones lo calificó con una pérdida de la capacidad laboral, en su orden, del 18,24% y 26,49%, ambas de origen común y b) el 14 de mayo de 2013 la Junta Regional de Calificación de la Invalidez de Risaralda la determinó en 31,79% también de origen común
.
Según lo informado en el recurso de impugnación ese último dictamen fue impugnado por la ARL Positiva, sin que se tenga noticia de las resultas de ese trámite.

4.5 En dictamen del 24 de julio de 2017, Cafesalud determinó que el origen de la discapacidad del accionante es laboral
.
5. En relación con el debate planteado por la entidad recurrente, que se refiere a la competencia para reconocer y pagar las incapacidades concedidas luego de los primeros 180 días, cuando exista controversia sobre el origen de las mismas, ha explicado la Corte Constitucional
:

“A pesar de existir un trámite definido para la determinación del origen de la enfermedad o el accidente sufrido por el afiliado y aun cuando las consecuencias de dicha determinación en cada parte del proceso se encuentran señaladas en la Ley, puede suceder que las entidades del Sistema de Seguridad Integral, al estar en discusión sobre en cabeza de quien recaen las obligaciones prestacionales derivadas de la contingencia, se señalen entre ellas como responsables negándose cada una a reconocer los pagos y prestaciones asistenciales a las que tiene derecho el trabajador, dando lugar a la posibilidad de que con esta situación se vulneren sus derechos fundamentales cuando el pago de estas incapacidades constituye su única fuente de ingreso
.

…
En consideración a la jurisprudencia citada, el juez de tutela no puede dejar 
desprotegido al afiliado que por las disputas entre las entidades del Sistema de Seguridad Social Integral se ve negado del pago de las incapacidades que le han sido prescritas y a las que tiene derecho. Por tanto, es el deber de esta autoridad constitucional designar un responsable provisional con el fin de que se garanticen los derechos fundamentales de los afiliados máxime cuando estos se encuentran en circunstancias de debilidad manifiesta y son más propensos, por su estado de salud y condición económica, a sufrir un perjuicio irremediable.

Con todo, y ante la gran cantidad de casos similares sobre pago de incapacidades que llegan a esta Corporación, debe llamarse la atención sobre el hecho de que el régimen de responsabilidad en materia de seguridad social que acaba de mencionarse es claro en cuanto a que debe prevalecer la calificación original de la enfermedad hasta tanto esta no haya sido modificada, estando el pago de las incapacidades a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Riesgos Laborales en caso de que la afectación a la salud haya sido calificada como de origen laboral y a cargo del Sistema General de Seguridad Social en Salud y el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones cuando esta sea de origen común.”
En esa misma providencia se analizó lo relativo a la responsabilidad del pago de las incapacidades concedidas con posterioridad a los primeros 180 días, de esta manera:
“Habiendo realizado esta precisión, se advierte que la jurisprudencia de la Corte ha determinado que, por regla general, las obligaciones de pago de las incapacidades temporales a cargo de las Entidades Promotoras de Salud terminan cuando el afiliado ha cumplido los 180 días de incapacidad, siendo de cuenta de las Administradoras de Fondos de Pensiones las prestaciones económicas que se generen a partir del día 181…
Esta Corporación ha reiterado que las incapacidades superiores a 180 días deben ser canceladas por la Administradora de Fondos de Pensiones a la cual se encuentra afiliado el trabajador. La anterior regla se deriva de la lectura del artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, que dispone que el Fondo de Pensiones tiene la posibilidad de postergar el trámite de calificación de la invalidez hasta por 360 días, adicionales a los primeros 180 días de incapacidad reconocidos por la EPS, y en ese lapso, el trabajador deberá recibir un subsidio equivalente a la incapacidad que venía disfrutando, y esta circunstancia ha llevado a la Corte a concluir que es el Fondo de Pensiones el que debe asumir el pago de las incapacidades a 
partir del día 181, hasta la fecha en que se produzca el dictamen de invalidez… 
6. De acuerdo con lo anterior, es claro que corresponde a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, a la que se encuentra afiliado el demandante, cancelar las incapacidades laborales que se han otorgado a partir del día 180, porque el hecho de que exista discusión acerca del origen de la discapacidad y teniendo en cuenta que  según las pruebas aportadas existen conceptos opuestos sobre el particular, no puede convertirse en un obstáculo para que el trabajador disfrute del reconocimiento de aquellas prestaciones, máxime cuando de conformidad con la jurisprudencia transcrita, en estos casos prevalece el primer dictamen rendido y en el presente asunto, como quedó acreditado, la calificación original de la incapacidad fue de naturaleza común, determinación ratificada por otros dos dictámenes, mientras que fue solo el último, rendido por la EPS Cafesalud, el que consideró que era laboral. 
7. Por tanto, como tuvo razón el funcionario de primera instancia       al adoptar las decisiones que contiene la sentencia impugnada,       tal providencia será confirmada, salvo el ordinal segundo en cuanto    a las órdenes impuestas al Presidente, al Vicepresidente de Operaciones, al Gerente de Determinación de Derechos y a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de Colpensiones, que se revocará, en razón a que la competencia para reconocer y pagar incapacidades laborales recae únicamente     en la Dirección de Medicina Laboral de esa entidad, funcionaria      que de conformidad con el numeral 4.3.2.7. del artículo 4º del Acuerdo 108 de 2017, expedido por la Junta Directiva de esa   entidad, es la encargada de “Adelantar las actividades necesarias para la determinación y pago de los subsidios de incapacidad temporal de acuerdo con los términos de Ley y la normatividad vigente.”
Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, el 15 de diciembre de 2017, en la acción de tutela que promovió el señor Clímaco Valencia Arroyave contra Colpensiones, salvo el ordinal segundo que SE REVOCA exclusivamente en cuanto a las órdenes impuestas al Presidente, al Vicepresidente de Operaciones, al Gerente de Determinación de Derechos y a los Directores de Prestaciones Económicas y de Acciones Constitucionales de esa administradora de pensiones. En su lugar, se niega la tutela frente a esos funcionarios.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE




DUBERNEY GRISALES HERRERA

� Luego de declarar una nueva nulidad del fallo, esta vez porque debido a un error del despacho se volvió a proferir la misma sentencia que había sido declarada nula por este Tribunal. Ver folio 213 del cuaderno No. 1


� Ver Sentencia T-140 de 2016.


�Ver Sentencia T-311 de 1996. Al respecto, en aquella ocasión esta Corte asumió el conocimiento de un caso en el que una mujer reclamaba el reconocimiento y pago de su licencia de maternidad y a quien éste le fue negado por problemas en el pago por parte de su empleador. Sobre el particular, la Corte consideró que si bien, en principio, podría considerarse que se trata de una pretensión eminentemente económica, una afirmación en ese sentido desconocería la especial naturaleza de esta prestación que pretende suplir el salario del trabajador durante el tiempo en que éste se encuentra incapacitado para ejercer normalmente sus funciones. Por ello, consideró que la intervención excepcional del juez de tutela se hacía forzosa so pena de permitir que se prorrogue la vulneración de los derechos de los ciudadanos.


� Especialmente cuando la prestación económica en discusión se constituye en la única fuente de ingresos del solicitante para satisfacer sus necesidades básicas.


� Ver Sentencia T-920 de 2009.


� Sentencia T- 529 de 2017. M.P.: Alberto Rojas Ríos


� Folios 26 a 65, cuaderno No. 1.


� Folios 239 y 201, cuaderno No. 1.


� Folios 234 a 239, cuaderno No. 1.


� Folios 243 a 245, cuaderno No. 1.


� Sentencia T-140 de 2016. M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio


� Sentencia T-333 de 2013.
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